
La directiva Eurovignette 
¿Precio justo o financiación de carreteras? 
 
 
En julio de 2003 la Comisión Europea adoptó su  largamente esperada propuesta de cobrar a los vehículos 
pesados de transporte por usar las principales carreteras de Europa, arreglando la así llamada directiva 
“Eurovignette”(http://europa.eu.int/comm/transport/infr-charging/library/dir_com_2003_448_en.pdf).  
 
La Federación Europea de Transporte y Medioambiente (T&E), de la que forma parte Ecologistas en Acción, 
tiene años de experiencia en el campo de las tarifas, habiendo publicado el pionero estudio “Getting the Prices 
Right” (“Poniendo precios justos”) en 1993. T&E cree que la propuesta de revisar la Eurovignette tiene 
defectos que podrían hacer que ésta no funcionara. 
 
Este documento explica por qué. 
 
¿Por qué es importante la Eurovignette? 
 
Como el transporte ha ido creciendo en las últimas décadas, también han ido creciendo los problemas que éste 
ha generado. Estos van desde la congestión y los viajes innecesarios que resultan en un uso ineficiente del 
transporte, hasta impactos sociales y ambientales tales como víctimas de accidentes, contaminación, 
problemas de ruido y emisiones de gases responsables del cambio climático. 
 
Durante los últimos 10 años, ha ido creciendo un consenso entre los expertos en economía y medioambiente 
de que muchos de los problemas de transporte son el resultado de un falso sistema de precios. Cuando los 
precios de algo son artificialmente altos o bajos, emergen patrones distorsionados de desarrollo económico, 
que también crean sus propios problemas. 
 
Cuando los precios del transporte son artificialmente altos o bajos, esto causa costes a la sociedad. Estos 
costes deberían ser pagados por los usuarios del transporte pero actualmente están pagados por los 
contribuyentes europeos. Esto da una ventaja de competencia desleal a esos medios de transporte que más 
dañan. 
El atractivo de poner buenos precios es que se podría crear el tipo de transporte que la sociedad tanto necesita 
como puede sustentar. Este es el porqué de que algunos gobiernos hayan empezado movimientos de 
introducir mejores esquemas de precios por el uso de sus carreteras. Lógicamente, la Unión Europea está 
preocupada por las diferencias entre esquemas nacionales que pueden afectar el funcionamiento del mercado 
interno, así que los gobiernos europeos han reconocido que la UE necesita una estructura para cobrar a los 
usuarios de transporte precios reales, o en términos económicos “interiorizar costes externos”. 
 

• En su cumbre en Gothenburg en junio de 2001, los jefes de gobierno de la UE reforzaron la 
necesidad de “la completa interiorización de los costes sociales y medioambientales.” 

• En el documento blanco de 2001 “Política europea de transporte para 2010”, la Comisión proclamó 
que el objetivo de la Comunidad debería ser “cambiar gradualmente el existente sistema de 
impuestos con instrumentos más efectivos para integrar costes de infraestructuras y costes externos”. 

• En marzo de 2002, los jefes de gobierno de la UE pidieron a sus ministros y a la Comisión poner en 
práctica en 2004 un sistema de precios para todos los medios de transporte que llevara a los precios 
más cerca de los costes, interiorizando costes externos. 

• La así llamada directiva “Eurovignette”, una revisión de la directiva de 1999 (1999/62/EC), es 
supuestamente la parte de este sistema de precios que se refiere a cobrar a los vehículos pesados de 
transporte por el uso de la infraestructura vial europea. 

• Por tanto, es vital que esté basada en estudios económicos bien fundados, o los problemas creados y 
sufridos por el transporte en carretera podrían continuar creciendo. 

 
 



La propuesta de la Comisión 
 
Entre las principales características de la propuesta de la Comisión (COM(2003)448 final) están las 
siguientes: 

• Se intentan establecer leyes comunes para los diversos sistemas de precios de vehículos pesados de 
transporte de la UE formulando un sistema que pueda funcionar para la Unión expandida de 25 
países 

• La tarifa fija anual ha sido fomentada por la directiva existente, la cual efectivamente establece un 
límite máximo en la cantidad a pagar por el usuario  

• Los precios por usuarios y peajes deben ser limitados a carreteras que estén en la red de transporte 
transeuropeo; los países pueden en teoría imponer precios de carreteras en competencia directa con 
las carreteras de transporte transeuropeo y desviando tráfico de ellas, pero sólo con permiso 
específico de la Comisión 

• Los costes externos de accidentes pueden estar incluidos, pero no se puede cobrar por los costes 
medioambientales y de congestión 

• Los ingresos de los cobros por usuario deben ser destinados al sector transporte. El uso de estos 
ingresos debe ser supervisado por autoridades nuevas, independientes en cada estado miembro. 

• Además, el memorándum explicativo que acompañó la publicación de la propuesta (IP/03/1097 del 
23 de julio de 2003) hizo otros dos puntos que no están explícitamente respaldados en el texto de la 
propuesta pero los cuales deben sin embargo ser considerados parte de la manera en que la Comisión 
piensa que la propuesta debe ser interpretada: 

• Aunque la propuesta requiera que los ingresos sean reservados para el sector transporte, el 
memorándum explicativo deja claro que el dinero de las tarifas debe ser usado generalmente para el 
sector en el cual se ha recaudado el dinero. En otras palabras, el ingreso debe ser reservado para el 
sector carreteras en vez de para el sector transporte en general 

• Los niveles globales de cobros no crecerían, sólo la estructura de cobros cambiaría. 
 
Los defectos 
 
La revisión de la propuesta de la Comisión fracasa, incluso cuando se la compara contra sus propios criterios 
de asistir “al apropiado funcionamiento del mercado interno”. Lo hace acorde con la teoría económica y sin 
aparentes razones en términos de lo que es políticamente factible. 

 
Teoría económica 
 

• Las propuestas de la comisión están llenas de defectos en cuanto a teoría económica. Aquí 
mostramos sólo unos cuantos: 

• La teoría económica sugiere que los cargos de infraestructuras deberían reflejar los costes marginales 
sociales usando una carretera existente. Esto significa que cobrar por todos los costes causados por el 
transporte por carretera que la sociedad tiene que aguantar (tales como congestión, daño a la salud 
humana, impacto medioambiental, etc.) es económicamente válido. La propuesta de la Comisión 
toma otro camino. 

• En la misma línea, imponer una cantidad máxima de cargos de usuario es una restricció n artificial sin 
justificación económica; de hecho hace difícil y en muchos casos imposible relacionar el precio con 
los costes reales. 

• La idea de un “precio de usuario” fijo expuesto en el capítulo 3 de la versión borrador no está 
relacionado con los costes reales de uso de una carretera (incluso si la revisión diferenciara los 
precios basados en el rendimiento de los vehículos pesados de transporte). 

• Tal sistema ha sido retirado progresivamente en Alemania, donde se han dado cuenta de que una 
tarifa plana de usuario puede ser un incentivo para conducir distancias mayores. Esto es porque una 
tarifa plana será vista por las compañías camioneras como un “coste marginal”, significando que 
cuanto más se conduzca, menos se paga por kilómetro. 



• La idea de “destinar” los ingresos para un propósito dado es generalmente rechazada en teoría 
económica, aunque usar algunos de los ingresos de los costes externos para propósitos específicos 
puede hacer cambios más aceptables políticamente. Esto podría implicar compensar a aquellos sobre 
los cuales los costes son impuestos (p. e. servicio médico nacional), o financiar mejoras para hacer al 
transporte alternativo más atractivo. Lo que parece no tener sentido es el requisito de devolver los 
ingresos a la red de carreteras –esto es efectivamente el uso de precios de costes externos ¡para 
contribuir al desarrollo de la causa de la externalidad!-. 

• La directiva borrador permite a los peajes y a los precios de usuario ser aplicados en principio sólo a 
carreteras que forman parte de la red de transporte transeuropeo, pero esto también podría alentar al 
tráfico de vehículos pesados en carreteras de transporte no transeuropeo donde se pueden hacer 
daños mayores. No sólo porque provoca desvíos extras del tráfico sino también porque riesgos de 
accidentes y contaminación en potencia son también generalmente más altos en carreteras que no son 
autopistas que en autopistas. 

Dado que, en las propias palabras de la Comisión, la revisada directiva Eurovignette está siendo llevada a 
cabo “en los intereses del funcionamiento adecuado del mercado interno”, tales fallos económicos ponen 
gravemente en duda la habilidad de la propuesta actual de hacer lo que se supone que tiene que hacer. Como 
tal, la directiva revisada en su forma actual haría poco en conjunto para mejorar el funcionamiento del 
mercado interno, y pueden empeorarlo. 
 
 

Viabilidad política 
 
La teoría económica no es algo que los políticos sienten que les hará ganar las elecciones. Creen que los 
votantes responderán mejor si ven políticos asociados con un prestigioso esquema de infraestructuras de 
transporte que si les ven hablando elocuentemente sobre si la reactivación del coste completo es una mejor 
base subyacente por sistema de precio por kilómetro que el precio del coste social marginal a corto plazo. 
No hay duda que la persona media sabe poco sobre teoría económica, pero si los votantes juzgaran a los 
políticos dependiendo si las carreteras cercanas a sus casas están más o menos congestionadas –y si el rol de 
los políticos es enseñar algunas cualidades de liderazgo- entonces es importante usar la teoría económica 
como guía de lo que es más probable que funcione y de lo que menos. 
También está la “reacción instintiva” en una recesión de que si la industria de la construcción tiene mucho 
trabajo, las cosas irán bien. Incontables estudios han demostrado que invertir en infraestructura no trae 
automáticamente beneficios económicos, pero sin embargo el supuesto refutado sobrevive. Esto significa que 
los recursos son desviados a la infraestructura de transporte de inversión más justificable, causando daño a 
otras partes de la economía. 
La supervivencia de este supuesto refutado, más el poder del grupo de presión del transporte por carretera, 
probablemente explica el requerimiento propuesto de que los ingresos de un esquema enfocado a promover 
los precios reales debe ser devuelto a la infraestructura vial. Como decimos más arriba, esto suma el uso del 
coste externo para contribuir al desarrollo de la causa de la externalidad, y multitud de votantes serán 
capaces de ver que este requisito no tiene sentido. 
 
El deseo de la Comisión de decidir cómo usar el dinero en beneficio de los estados miembros , y su deseo de 
ser el árbitro de lo cual las carreteras no transeuropeas puedan ser objeto de cobros a usuarios son violaciones 
del principio de subsidiariedad. Cuando la subsidiariedad fue establecida para dar el mensaje a los ciudadanos 
de la UE de que la UE sólo existe por cuestión de importancia transnacional, violándola sin aparentemente 
ninguna razón firme arriesga alejar a votantes del proyecto europeo. 
 
Es un signo cuentista y un aviso para políticos que no se haga mención en la directiva borrador ni de el “Fair 
Payment for Infrastructure Use” (“Pago justo por el uso de infraestructuras”) -documento blanco publicado 
por la Comisión en julio de 1998- ni de el informe de 1999 por el “grupo de alto nivel sobre el cobro a 
usuarios”. Estas directrices de política europea apoyaron la visión de que los cobros al tráfico para inversión 
en infraestructuras reducirían el uso de las carreteras existentes hasta un nivel ineficiente. Los políticos 
deberían ser conscientes de que ignorar informes acreditados porque no dicen lo que quieres no es manera de 
ganarse el respeto entre los votantes. Puede incluso llevar a acusaciones de que el dinero de los 
contribuyentes está siendo malgastado. 



Mientras que los argumentos en contra de la revisión borrador de la directiva Eurovignette son más 
convincentes cuando son expresados en términos económicos, hay numerosas  razones económicas de por qué 
los políticos deberían desconfiar de una propuesta que parece motivada por asuntos populistas sobre hacer la 
vida de los usuarios de carreteras más fácil, pero en última instancia llevarán a empeorar las condiciones en el 
transporte en carreteras. 
 
Lo que tiene de bueno 
 
¡También tiene cosas buenas! La propuesta tiene unas cuantas mejoras sobre la directiva de 1999 que 
está a punto de reemplazar. Estas incluyen: 

• La nueva directiva cubrirá a todos los vehículos de más de 3’5 toneladas, no sólo a aquéllos de más 
de 12 toneladas  

• Los costes externos de accidentes estarán incluidos 
• En áreas ecológicamente sensibles un cobro añadido (de más del 25%) será permitido, aunque con la 

condición de que los ingresos sean usados para transporte alternativo en esa área 
• Para Julio de 2008 los estados miembros estarán obligados a variar los cobros dependiendo de 

características locales, tales como sensibilidad ecológica, densidad de población y riesgo de 
accidentes. 

 
 

Lo que debería hacerse 
 
Debido a los defectos inherentes en teoría económica, el riesgo de violar el principio de subsidiariedad y la 
falta general de coherencia, hay una probabilidad de que la directiva borrador Eurovignette no sólo fracase en 
conseguir su propósito sino que posiblemente, incluso podría aumentar los problemas causados y sufridos por 
el transporte por carretera. Una directiva europea sobre el cobro de infraestructuras debería permitir a los 
estados miembros cubrir, como  mínimo, el coste marginal social íntegro de daño de carreteras, el coste de la 
contaminación y de las emisiones de cambio climático, los problemas de ruido y el riesgo de accidentes de 
tráfico, con opciones para cobros separados que cubran la congestión y los factores locales específicos. El 
presente borrador no hace esto. 
 
Lo mejor que se podría hacer sería rescribir la propuesta, puesto que continuar con el actual borrador puede 
suponer gastar el mismo tiempo. Habiendo dicho esto, si por razones de aceptabilidad política o por agenda 
legal una reescritura completa no fuera una opción, entonces un mínimo absoluto de tres cambios básicos 
deberían hacerse al borrador de directiva: 
 

• No al destino de ingresos – todos los requisitos sobre cómo usar los ingresos deben de ser 
suprimidos de la propuesta. Algunos destinos pueden ser útiles por la aceptabilidad de razones en 
ciertos casos, pero esto no puede ser impuesto desde la Comisión sin violar el principio de 
subsidiariedad. 

• No a las restr icciones con respecto a la red – si cobrar precios reales es ir hacia un sistema de 
transporte eficiente, los estados miembros deben ser libres de aplicar sistemas de precios en la red de 
carreteras en general. El requisito para conseguir el permiso de la Comisión para carreteras que no 
son parte de la red transeuropea no es sólo una violación del principio de subsidiariedad sino también 
un innecesario obstáculo burocrático sin beneficios claros. 

• Los estados miembros deben de poder incluir todos los costes externos - la omisión de los costes 
medioambientales y de congestión de una directiva que supuestamente busca cobrar precios 
verdaderos sería irrisoria si no fuera algo tan serio. Estas categorías de costes deben ser añadidas a la 
propuesta. 

 
 
Los europarlamentarios y ministros tienen una responsabilidad muy importante de asegurar que la directiva 
borrador se cambie acorde a las pautas reflejadas en este documento cuando pase el proceso legislativo 
europeo. 



En un contexto amplio, incluso una directiva Eurovignette óptima sólo puede ser un mecanismo hacia la meta 
global de optimizar el transporte para que pueda jugar su papel en una economía medioambientalmente 
sostenible. También serían necesarias otras medidas. Estas irían desde proporcionar un marco legal para la 
interoperabilidad de sistemas de recaudación electrónica hasta reforzar los requisitos para el cumplimiento de 
la valoración de impacto medioambiental (tanto específica como estratégica) de la infraestructura de 
transporte propuesta, para asegurar que niveles mínimos harmonizados de obligación sobre combustibles de 
transporte (particularmente diesel) sean lo suficientemente altos para permitir el funcionamiento óptimo del 
mercado. Para los vehículos pesados, un cobro bien pensado por kilómetro basado en los costes marginales 
completos es una manera más justa y más eficiente que impuestos a diesel que se cobran por otras 
externalidades que no son emisiones de CO2 (A los estados miembros que introducen un cobro por kilómetro 
se les debe por tanto permitir reducir el impuesto diesel para estos vehículos al nivel mínimo fijado en la 
directiva de impuestos energéticos adoptada recientemente (€302/ 1000 l).)  
 
Todo lo cual, convierte en asunto vital el que la Eurovignette haga lo que se supone que debe hacer, ya que un 
sistema inadecuado para cobrar a los vehículos pesados de transporte por el uso de las carreteras europeas, 
nos llevaría dar un paso en dirección distinta a la sostenibilidad. 
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(Este texto ha sido elaborado por la  federación europea T&E (Transport and Environment), a la que pertenece Ecologistas en Acción.  
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